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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica


San José, 11 de octubre de 2016 
Oficio Nº  DJ-AJ-2679-2016
Señora: 

Master  Kattia Morales Navarro

Directora de Tecnología de la Información
Poder Judicial
S.      D.

Estimada señora:

Le remito la respuesta a la consulta realizada, mediante el oficio Nº 2409-DTI-2016, del diecinueve de agosto del dos mil dieciséis, suscrito por su persona. En el citado oficio se solicita a la Dirección Jurídica aclare en qué casos debe ser solicitado el Consentimiento informado que se cita en el artículo 5 de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales, Ley N° 8968 y a que instancia del Poder Judicial le correspondería solicitar este consentimiento.

I. De la  Gestión:
Mediante oficio Nº 2409-DTI-2016, del diecinueve de agosto del dos mil dieciséis, se solicita a la Dirección Jurídica aclare en qué casos debe ser solicitado el consentimiento informado que se cita en el artículo 5  y a que instancia del Poder Judicial le correspondería solicitar este consentimiento. 
II. Normativa aplicable:

1.- Normativa aplicable en relación con la obligación de informar:  

1. Constitución Política de la Republica de Costa Rica, señala:

“ARTÍCULO 24.- Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones. 

Son inviolables los documentos privados y las comunicaciones escritas, orales o de cualquier otro tipo de los habitantes de la República. Sin embargo, la ley, cuya aprobación y reforma requerirá los votos de dos tercios de los Diputados de la Asamblea Legislativa, fijará en qué casos podrán los Tribunales de Justicia ordenar el secuestro, registro o examen de los documentos privados, cuando sea absolutamente indispensable para esclarecer asuntos sometidos a su conocimiento. […]” (Énfasis agregado).
1.- Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales, Ley N° 8968 del siete de julio del dos mil once, la cual señala:

“ARTÍCULO 1.- Objetivo y fin. 
Esta ley es de orden público y tiene como objetivo garantizar a cualquier persona, independientemente de su nacionalidad, residencia o domicilio, el respeto a sus derechos fundamentales, concretamente, su derecho a la autodeterminación informativa en relación con su vida o actividad privada y demás derechos de la personalidad, así como la defensa de su libertad e igualdad con respecto al tratamiento automatizado o manual de los datos correspondientes a su persona o bienes.”
“ARTÍCULO 2.- Ámbito de aplicación

Esta ley será de aplicación a los datos personales que figuren en bases de datos automatizadas o manuales, de organismos públicos o privados, y a toda modalidad de uso posterior de estos datos.

El régimen de protección de los datos de carácter personal que se establece en esta ley no será de aplicación a las bases de datos mantenidas por personas físicas o jurídicas con fines exclusivamente internos, personales o domésticos, siempre y cuando estas no sean vendidas o de cualquier otra manera comercializadas.”
“ARTÍCULO 5.- Principio de consentimiento informado

1.- Obligación de informar

Cuando se soliciten datos de carácter personal será necesario informar de previo a las personas titulares o a sus representantes, de modo expreso, preciso e inequívoco:

a)
De la existencia de una base de datos de carácter personal.

b)
De los fines que se persiguen con la recolección de estos datos.

c)
De los destinatarios de la información, así como de quiénes podrán consultarla.

d)
Del carácter obligatorio o facultativo de sus respuestas a las preguntas que se le formulen durante la recolección de los datos.
e)
Del tratamiento que se dará a los datos solicitados.

f)
De las consecuencias de la negativa a suministrar los datos.

g)
De la posibilidad de ejercer los derechos que le asisten.

h)
De la identidad y dirección del responsable de la base de datos.

Cuando se utilicen cuestionarios u otros medios para la recolección de datos personales figurarán estas advertencias en forma claramente legible.

2.-
Otorgamiento del consentimiento

Quien recopile datos personales deberá obtener el consentimiento expreso de la persona titular de los datos o de su representante. Este consentimiento deberá constar por escrito, ya sea en un documento físico o electrónico, el cual podrá ser revocado de la misma forma, sin efecto retroactivo.

No será necesario el consentimiento expreso cuando:

a) Exista orden fundamentada, dictada por autoridad judicial competente o acuerdo adoptado por una comisión especial de investigación de la Asamblea Legislativa en el ejercicio de su cargo.

b) Se trate de datos personales de acceso irrestricto, obtenidos de fuentes de acceso público general.

c) Los datos deban ser entregados por disposición constitucional o legal.

Se prohíbe el acopio de datos sin el consentimiento informado de la persona, o bien, adquiridos por medios fraudulentos, desleales o ilícitos.”
III. Jurisprudencia relacionada con el Principio de Consentimiento Informado:

1.- La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en resolución N° 2016004391, de las nueves horas veinte minutos del uno de abril de dos mil dieciséis, en lo que interesa:
“[…] III.- Sobre el derecho a la autodeterminación informativa. En sentencia N° 2015-005615 de las 11:02 horas del 22 de abril de 2015, este Tribunal indicó lo siguiente: “(…) La Sala ha reconocido, que la ampliación del ámbito protector del derecho a la intimidad, surge como una repuesta al ambiente global de fluidez informativa en el que vivimos. Ambiente que ha puesto en  entredicho las fórmulas tradicionales de protección a los datos personales, para evolucionar en atención a la necesidad de utilizar nuevas herramientas, que permitan garantizar el derecho fundamental de los ciudadanos a decidir quién, cuándo, dónde y bajo qué y cuáles circunstancias tiene contacto con sus datos y ello no constituye  una violación al derecho a la información. Toda persona tiene derecho fundamental a conocer lo que conste sobre ella, sus bienes o derechos en cualquier registro o archivo, de toda naturaleza, incluso mecánica, electrónica o informatizada, sea pública o privada, así como la finalidad a la cual esa información se destine y a que sea empleada únicamente para dicho fin, el cual dependerá de la naturaleza del registro en cuestión. Es la llamada protección a la autodeterminación informativa de las personas, la cual rebasa su simple ámbito de intimidad, misma que el legislador costarricense creo en la Ley N° 8968, “Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de datos personales”. Allí, el legislador consideró que, en la actualidad, las tecnologías de la información y de la comunicación, han hecho posible que las personas puedan acceder a condiciones para interactuar en una gran cantidad de escenarios, y por ende incursionar en medios o plataformas tecnológicas que pueden contener información personal, la cual es vulnerable a que se desvíe a fines distintos, lo que a su vez genera un riesgo a su intimidad. En razón del riesgo a la intimidad o actividad privada del individuo, deviene necesario velar por la defensa de la libertad e igualdad del mismo con respecto al tratamiento autorizado o manual de los datos correspondientes a sus persona, cuando estos figuren en bases de datos correspondientes a su persona, cuando estos figuren en bases de datos de organismos públicos o privados y el derecho a imponer sanciones penales cuando estas son transgredidas y difundidas sin el consentimiento de la persona, En el contexto, tanto la citada ley como el primer párrafo, del artículo 196 bis, se complementan, pues por una parte, se concede al ciudadano el derecho a estar informado del procesamiento de los datos y de los objetos que con este se pretende alcanzar, junto con el derecho de ser protegido  penalmente cuando se publiquen sus datos personales sin su consentimiento o de un tratamiento no autorizado para ello (…)”.  […]”
IV. Criterio:

Antes de aclarar la duda planteada por la Dirección de Tecnología de la Información, se debe señalar que la Constitución Política de nuestro país garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y el secreto a las comunicaciones, así mismo, la Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales, garantiza a toda persona física en el país, el respeto de su derecho a la autodeterminación informativa, en relación con su vida o actividad privada y demás derechos de la personalidad, la defensa de su libertad e igualdad con respecto al tratamiento automatizado o manual de los datos correspondientes a su persona o bienes. 
Ahora bien, en relación a la consulta, debemos señalar que el consentimiento informado se define como el procedimiento mediante el cual se garantiza que la persona ha expresado voluntariamente su intención de participar en la investigación,   lo que se busca es el consentimiento acerca de algo, de esta manera es evidente que la dignidad humana es uno de los principales fundamentos del consentimiento informado, pues quien solicite o recopile datos personales, debe informar a la persona de modo expreso, preciso e inequívoco, los siguientes puntos: Informar de previo a las personas titulares la existencia de una base de datos de carácter personal; los fines que se persiguen con la recolección de los datos; los destinatarios de la información; quiénes podrán consultar la base de datos; la obligatoriedad o no de brindar las respuestas a las preguntas que se le formulen durante la recolección de los datos; el tratamiento que se dará a los datos solicitados; las consecuencias de la negativa de suministrar los datos; la posibilidad de ejercer los derechos que le asisten; la identidad y dirección del responsable de la base de datos. La persona responsable de la base de datos debe garantizar la seguridad de los datos personales y evitar cualquier tipo de alteración, destrucción, pérdida, tratamiento o acceso que no haya sido autorizado.

Por otra parte, en relación con el otorgamiento del consentimiento, se tienen tres situaciones de excepción en las que no es necesario el consentimiento expreso, o sea, la recopilación de los datos personales no requiere el consentimiento del titular cuando: exista orden judicial competente o acuerdo adoptado por la Asamblea Legislativa en el ejercicio de su cargo, se trate de fuentes de acceso público general y los datos deban ser entregados por orden constitucional o legal.
De lo anterior se desprende que para efectos de aplicación institucional, el consentimiento informado deberá solicitarse cuando no se esté ante el cumplimiento de una orden judicial, cuando los datos solicitados no sean de acceso público y cuando los datos que se pretenden recopilar no devengan del cumplimiento de las funciones constitucionales y legales, es decir, que no exista una norma de rango constitucional o legal que le permita al Poder Judicial la obtención de la información. 
Conforme lo expuesto se deja rendido el informe solicitado.
Elaborado por:
Licda Hazel Montero Rodríguez

Karol Monge Molina

Área Análisis Jurídico

Atentamente,
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Karol Monge Molina

Subdirectora Jurídica


Lic. Jorge Kepfer Chinchilla,                                  

Coordinador  Área de Análisis Jurídico.                
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